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Hay ocasiones en que uno puede, por razones 
personales y racionales, y como consecuencia de 
la estricta libertad de la que nos encontramos do- 
tados, incluso negar la existencia de Dios. Pero 
en otras. cuesm desconocer su presencia. 

Será obra de Dios. para el creyente; o del aca- 
so. la coincidencia, para el que no lo es. pero sin 
dudarlo -como de libro sudamericano, de aque- 
llos que consideran esa vertiente denominada rea- 
lismo mágico-, qué bien le sientan al libro, que 
hoy presentamos, los bochornosos hechos que en- 
Irenta nuestra Administración, producto de los 
actos temerarios, infraccionales y, quizás delicti- 
*os, en que parecen haber incurrido antes distin- 
guidos altos ex funcionarios públicos. 

La corrupción ha llegado, tal como anunciara 
un antiguo. breve y premonitorio artículo del pro- 
fesor Bernardino Bravo Lira’, que nos recordaba 
que el Presidente Aylwin, en su último Mensaje, 
afectado por las revelaciones que despertaron los 
sucesos de la Refinería de Cancón, Digeder, Co- 
delco, rescataba que la Administración aunque 
fuera lenta o ineficiente, no carecia de honradez. 
Principio que se hermanaba con aquella famosa 
expresión del Presidente Allende, según la cual 
en su gobierno se podían “meter las patas”, pero 
no las manos. 

Ahora, transcurrido ya casi un decenio, po- 
demos quizás decir que la corrupciún llegó y se 
quedó. Así. corrupción, coima, soborno, concu- 
sión, se tornan voces frecuentes que invocan 
los medios de prensa. De allí, raudamente, sur- 
gen decisiones jurisdiccionales, jueces que tie- 
nen el deber de juzgar hechos que no debieran 
suceder. Decisiones administrativas, contenien- 
do presurosos cambios, nuevas designaciones 
que se infundan en la creencia de esa frase tan 
nuestra: el nunca más. Y, por supuesto. tambitn 
decisiones legislativas, bajo la sempiterna pro- 
mesa de más, mejores, ejemplificadoras y duras 
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leyes que. por iniciativa presidencial, ser& dic- 
tadas por el Parlamento, bajo ese paradigma, 
también tan nuestro, de que todo puede tener 
solución en la ley -las leyes-, aunque reïulta 
evidente que, con posterioridad nos olvidemos 
de aquellas. 

Muchas de estas leyes contienen la promesa 
de la instalación de nuevos órganos. es el caso, 
por ejemplo, del Defensor del Pueblo, cuya insta- 
lación se ha ido pavimentando a la sombra del 
reglamento antes que de la ley. Otras, en cambio, 
promueven la incorporación y participación de 
los interesados en el ámbito material de la gestión 
administrativa de que se trate convocando, de 
este modo, a gremios. colegios (o sectores). Se 
trata de la promoción de aquellos úrganos cole- 
giados que aparecen por doquier, sea para asignar 
recursos, como sucede en el caso del arte con el 
conocido y cuestionado Fondo de Desarrollo de 
las Artes (FONDART); o para decidir la cantidad 
de la Pesca que corresponde u esa actividad eco- 
nómica (Consejo Nacional de Pesca); incluso has- 
ta la definición de las políticas del Estado en ma- 
teria de trasplantes de órganos. o en materia del 
desarrollo y promoción de las etntas. como suce- 
de con la CONADI. Se esta llegando, incluso. a 
pregonar la necesaria urgencia de legislar acerca 
del hobby. â efectos de consohdar lo que el cami- 
no de las sombras ha pavimentado para todos 
quienes deciden privatizarse al alero de antiguos 
conocidos. 

Surgen entonces interrogantes que deben for- 
mularse: 

¿Será que nuestro problema frente a la corrup- 
ción esta en la ausencia de las leyes o será que el 
conflicto resulta de la aplicación de las múltiples 
leyes que existen? 

Repasando las líneas de esta tesis, que en su 
oportunidad dirigimos, tengo la sensación de que 
la respuesta est8 en la aplicación de las leyes 
existentes. 

En efecto, luego del riguroso trabajo realizado 
por la Comisión de Ética Pública, cuyo resultado 
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fue expuesto en su conocido Informe?, que es la 
fuente inmediata de la Ley de Probidad, pensa- 
mos que se había consolidado la idea de que a 
partir de la dictación de esta Ley. 19.653, de 14 
de diciembre de 1999. las medidas legislativas 
eran suficientes. máxime cuando ese mismo año 
incorporamos al ordenamiento jurídico chileno la 
Convención Interamericana contra la Corrup- 
ción’. verdadero decálogo normativo contra el 
mencionado flagelo, que es prácticamente desco- 
nocido en nuestro medio jurídico, aunque reviste 
ya el carkter vinculante de la ley. 

Es que contra este mal, la verdad. no existe 
la receta legislativa milagrosa, menos aún cuan- 
do es el cuerpo social el que está transversaliza- 
do por el flagelo señalado. Es cierto, acá esta- 
mos en cl marco de lo público, de la función 
administrativa. pero qué duda cabe de que tam- 
bién aquel se ha apoderado y asentado en el 
modo común en que muchos privados desarro- 
llan su actividad diaria, sea en los negocios o en 
la vida personal. Me refiero, por ejemplo, desde 
la tolerancia del compadrazgo para evitar pagar 
una multa de tránsito. la exacción mínima de un 
confite en algún supermercado, hasta el ofreci- 
miento natural de un beneficio a cambio del lo- 
gro de un contrato. 

Por eso, no es solución la dictación de más 
leyes. Conviene detenerse un instante e instar por 
la aplicación real de las que existen. al menos 
para el mundo de lo administrativo. Es que, en 
realidad, existen ya los instrumentos que promue- 
ven, del modo más amplio, las técnicas puntuales 
de control de la corrupción. Está demostrado que 
el solo formalismo o. en su caso, la igualdad en 
los procedimientos liciratorios, aunque útiles, re- 
sultan fkilmente vulnerables a la hora de la bús- 
queda de privilegms. Como advertía, paradójica- 
mente, un jurista argentino, profesor Agustín 
Gordillo4, son las grandes Instituciones de la 
transparencia y el control administrativo las que, 
en conjunto. pueden más eficazmente evitar la co- 
rrupción, sea a travks de: 

- la publicidad de los actos de gobierno; 
- la plena y leal información al público; 
- ei acceso público a los archivos gubernamen- 

tales y obtención de fotocopia de toda infor- 
mación existente: 
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- la ausencia de secretos de Estado (que no son 
en verdad sino secretos de gobiernos determi- 
nados); 

- la adecuada motivación y explicación de los 
actos y reglamentos administrativos, con ex- 
presión de causa, fundada y proporcionada al 
objeto del acto; 

- la debida audiencia del interesado, previa la 
adopción de decisiones que puedan afectarle; 

- la plena y permanente vista y acceso a las ac- 
tuaciones administrativas, con derecho a obte- 
ner fotocopias de toda la documentación: 

- la mínima existencia de normas o procedi- 
mientos secretos o reservados; 

- la participación del ciudadano en la gestión de 
lo público; 

- el control no solamente de legitimidad, sino 
también del fin, lo que implica adentrarse e 
imbricarse en la decisión administrativa por 
parte del controlador; 

- la existencia y funcionamiento de órganos y 
procedimientos eficaces de control parlamen- 
tario, administrativo y jurisdiccionales, tanto 
de aquellos clásicos como los modernos que 
se van imponiendo en todo el mundo; 

- un efectivo régimen de audiencias públicas, 
no solo en sede administrativa. sino que tam- 
bikn en el Senado, cuando este deba prestar su 
acuerdo en los nombramientos de los magis- 
trados superiores del Poder Judicial. del Con- 
tralor General, de los Consejeros del Banco 
Central, y de toda autoridad administrativa 
que requiera el concurso de este acuerdo; 

- las audiencias públicas tanto administrativas 
como legislativas antes de emitir normas ge- 
nerales o adoptar proyectos de gran enverga- 
dura, a fin de permitir que la ciudadanía se 
informe previamente y haga oír su voz; 

- la incorporación generalizada de mecanismos 
de democracia semidirecta como el recall, el 
referéndum en algunas materias, iniciativas 
populares, legitimaciones en toda jurisdic- 
ción, etc.; 

- la publicidad y concurrencia a la selección del 
cocontratante estatal, sea por medio de las li- 
citaciones públicas para la mayor parte de los 
contratos administrativos, sea para los concur- 
sos de antecedentes y oposición para la selec- 
ción y ascenso de los funcionarios públicos, y 
la fijación predeterminada de cuáles serán los 
par&netros con los cuales se tomarán las deci- 
siones; 

- incorporar figuras legislativas de otros Esta- 
dos que han resultado útiles en el combate de 
la corrupción, que promueven la libertad de 
información; que facultan a cualquier ciuda- 
dano a denunciar un fraude contra el gobierno 
y recibir parte de la reparación que se consiga 
para el Estado; o que adopten Estatutos de Or- 
ganizaciones Corruptas y Negocios ilícitos, 
aplicables a las actividades iiícltas sistemáti- 
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cas y organnadas. que prevé” adecuados y 
“uewx medios de sanciones patrimoniales an- 
tes que penales. etc. 

Querer atacar la corrupción solo mediante 
principios, como el formalismo o la igualdad en 
el procedimiento de la licitación pública es inefi- 
caz, auoquc se erija IU moralidad como salvaguar- 
dia del ordenamiento. 

En este contexto, al análisis de esta Ley de 
Probidad, nos convoca el estudio de Nancy Barra. 
Fati&oso y fangoso camino, desde que la “oca- 
ción que exige la ley para el servidor público lin- 
da las definiciones del ser angelical, lo que se 
advierte de la sola lectura del principio de probl- 
dad, consIderado en el artículo 54 inc. 2” de la 
Ley de Bases: “consiste eu observar una conduc- 
ta funcionario iutnchoble y un desempeño Aones- 
to JJ leal de lafunciiin o rorgn, con preeminencia 
del interés genernl sobre ei particular”. 

Nuestra autora, como verdadero cirujano, se 
encarga de las disecciones necesarias, lo que 
conctltuye su esencial aporte u la dogmática jurí- 
dica, para dar un sentido orgánico a los nuevos 
preceptos incorporados a esta Ley de Bases 
(18.575). primero. partiendo de la “oció” de pro- 
bidad administrativa, revelando sus elementos y, 
enseguida, vinculando. como debe ser, el princi- 
pio de probidad, como principio cardinal, con sus 
principios secundarios o instrumentales, el de efi- 
ciencia, de eficacia, de publicidad y de transpa- 
rencia. Agregaríamos, el de coherencia. que ella 
también vierte, cuando frena el escándalo y Ila- 
ma, en sus conclusiones, a la reflexiõn. No se 
uata de que por la probidad, perdamos a los ver- 
daderos funcionarios -aquellos que sirven, que 
funcionan- reemplazándolos por esclavos, siervos 
administrativas. Ellos debe” también ser, como 
todos, titulares del debido proceso cuando rerul- 
ten acusadoa de infringir el principio de probidad. 

.4hora bien, todo serla lirismo, parte de ese 
realismo mSgico que anunciábamos al comeuar 
esta presentación, si no resguardamos, con pro- 
ptedad, el rol del contralor esencial, la Contralo- 
ría General. Con propiedad lo dice Cea Egaña en 
el texto que sirve de homenaje a los 75 años de 
wda institucional del ente contralor “...la exye- 
riencia demuestra que la Contraloría General 
debe contar con mayores facultades legales, en- 
tre estas, el imperio que Ir permita hacer cumplir 
MS dictdmeneu, así como ampliar las posibilida- 
des de denunciar conducrns ilícitas y sostenerlas 
ante ri Ministerio Público y los Tribunales. En 
fin, está realzado ya que la falta de autonomíu 
presupuestariu resirnte, wzrvitabiemente. la nuto- 
nomía con que la Institución tiene que desempe- 
ñar .m labor. A la Contralorfa Generul, el Poder 
Judicial y, en general. todos los drganos de je- 
rarquía conslitucional, tiene que serles reconoci- 
da In autonomía presupuestaria, pues resulta in- 
sostenible la falta de ella en un Estado de 

Derecho moderno y en el que io democrocin, 
constitucionalmente vivida, más que unn promesa 
sea una creciente reulidaa”“. 

Pero nada nunca es gratis. Tal autonomía y 
tales facultades, se legitiman no por purismo 
constitucional. sino que antes bien. cuando 109 6r- 
ganos testimonian en la sociedad el uso de sus 
facultades y el patrimonio del que dIsponen. 

En fin, no tengo dudas de que eyte es un fruto 
maduro que enorgullece al Programa de Magíster 
en Derecho Público, co” Mención en Derecho 
Constituuonal de nuestra Facultad y que consti- 
tuye un serio aporte, especialmente en estos tiem- 
pos, u la aplicación rigurosa del derecho público 
administrativo. 

Bien por Contraloría General, que a través de 
los años “os ha brindado co” su más promiwrio 
cuadro profesional, que ha constitudo un inmejo- 
rable aporte al desarrollo del Magíster y una efec- 
tiva contribución al desarrollo de nuestra discipli- 
na, ya a través del estudio de la potestad 
reglamentaria -de Gastón Astorquira-, la proce- 
dencia e implicancias de la invalidación -de Juan 
Carlos Lillo- la aplicación del artículo 19 N” 21 
de la Carta -de Osvaldo Vargas- y las técnicas 
oblicuas de ejercicio de la potestad expropiatoria 
-iie María Isabel Carril-, entre tantos otros. 

Bien por la autora, que ahora, en la misma 
senda, “os aporta también un trabajo acerca de 
la interpretaciún de las normaq de ética pública 
y del ámbito de aplicación de la probidad admi- 
nistrativa. Aunque ciertamente desearíamos que 
sus próximos trabajos no merezcan la promo- 
ción de la prensa como testimonio de su utili- 
dad por hechos ta” degradantes como aquellos 
que “os facilita la revisión diaria de las noticias 
actuales. 

Y, por qué no, bien tambk” por Lexis-Nexis, 
que mediante esta acabada edición, expande y di- 
funde el resultado de la investigación universita- 
ria, que nada significa si no logra trascender los 
muros del Claustro. La editorial sin autor no es 
negocio. La Universidad, sin difusión, si” que sus 
ideas se incorporen u la sociedad. a través del 
principal instrumento de ellas. que es el libro, es 
solo un negocio o un divertimento tntelectual de 
pocos, 

Ramiro A. Mendoza Zúñiga 
Profesor de Derecho Administrativo 
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